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PRESIDE: — Señor Representante Andrés Oribe. 
MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor y Nora Castro. 


INVITADOS: Por el Congreso de Ediles señora Edila Bertha Sanseverino y señor Edil Walter Caraballo. 


Por la Federación del Caucho señores Luis Romero, Roberto Cabrera y Enrique Romero y 
Juan Manuel Rodríguez, asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Oribe).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Edila Bertha Sanseverino y al señor Edil Walter Caraballo. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Participo de esta sesión en calidad de Edila de la Junta Departamental de 
Montevideo y de integrante de la Mesa del Congreso Nacional de Ediles. Estoy representando al señor 
Presidente, al señor Vicepresidente y al señor Secretario del Congreso, quienes no han podido 
participar de esta reunión. Acompaño a la Comisión de Legislación que está trabajando en este tema. 
Ha habido experiencias interesantes tanto en el interior como en Montevideo. Hemos tenido muchas 
dificultades en la implementación de esta Comisión que para los Gobiernos Departamentales se ha 
convertido en un instrumento fundamental en cuanto al trabajo y la facilitación de las listas de futuros 
empleados en las obras que pueda desarrollar el Estado. 


Lamentablemente, no concurrieron algunos compañeros que forman parte de la Comisión, pero el Edil 
Caraballo ha estado trabajando de una manera muy seria en este tema. 


Nuestra idea es intercambiar opiniones con ustedes y ver cómo este instrumento puede mejorarse para 
ponerlo a disposición de la gente sin empleo. 


SEÑOR CARABALLO.- Pido disculpas por la no presencia de los demás integrantes de la Comisión de 
Legislación del Congreso Nacional de Ediles. 


La idea que se trabajó en el Congreso se relaciona con la experiencia en el departamento de Paysandú en el 
sentido de poner en práctica la Ley N* 10.459, que es bastante vieja. Por su antigijedad, dificultaba su 
aplicación literal. En Paysandú se fueron acomodando las cosas para, de alguna manera, distribuir el trabajo 
en obras realizadas por la Intendencia. Además, pretendíamos que la selección de la gente que iba a trabajar 
recabara el espíritu que contiene la ley acerca de anotar a los desempleados y de distribuir el trabajo mediante 
un sorteo. 


En base a la experiencia que se vivió en el departamento de Paysandú, en el Congreso Nacional de Ediles se 
elaboró un anteproyecto para modificar la ley. No sé si desde el Congreso que se celebró en la ciudad de 
Rivera se envió a la Comisión ese anteproyecto de ley; de todos modos, tengo una copia del documento. Allí 
se trata de ajustar la Ley N* 10.459 en base a la experiencia que hubo en Paysandú para que pueda ser 
aplicada. De aquí en más -no solo en los trabajos realizados por las Intendencias sino también por los 
organismos públicos que llamen a licitación- los pliegos de licitación deberán tener como condición 
indispensable que un porcentaje de las personas a contratar deberá ser extraído de la bolsa de la gente sin 
trabajo. Habría que tener en cuenta a las personas con familia a su cargo y las que son solteras y sin gente a 
cargo. 


SEÑORA CASTRO.- Más allá de que vamos a estudiar el anteproyecto, nos interesaría que nos 
pudieran explicar cuáles son los conceptos centrales que incorporan en el anteproyecto como Comisión 
de Trabajo, a efectos de tener mayor información. 


SEÑOR CARABALLO.- En el artículo 1” se plantea como primera distinción que la distribución del 
trabajo se hará con obreros no especializados o especializados no permanentes. Además, se debe tener 
en cuenta que realicen trabajos a empresas públicas del Estado, tanto en las firmas que actúen en el 
Derecho Público como en el Derecho Privado. A su vez, se establece que las Comisiones 
Departamentales de trabajo deben ser integradas por Ediles. En la ley no se especifica la calidad de las 
personas que pueden integrar la Comisión. La integración de las Comisiones Departamentales de 
Trabajo con Ediles guardaría proporción de acuerdo con los resultados electorales de cada 
departamento. En los casos en que se realicen trabajos fuera de la capital departamental, la Comisión 
Departamental de Trabajo puede delegar las funciones en las Juntas Locales, que estarían integradas 
con cierta representación proporcional, de acuerdo con el resultado electoral. 


Quiere decir que habría Comisiones Departamentales de Trabajo y Comisiones que estarían integradas por 
Ediles de las Juntas Locales del lugar del departamento donde se realizaría la obra. 


La publicación de las obras debe ser en un plazo no menor de quince días para que la gente tenga 
conocimiento de ellas y para que pueda inscribirse. Además, se haría un sorteo público ante un escribano de 
la Intendencia, con todos los interesados presentes. Los organismos públicos que concesionen determinadas 
obras a los privados deberán exigir que en el pliego de la licitación ya figure como condición para otorgarla 
que se respete esta forma de distribución del trabajo a través de la bolsa. 


La proporción del trabajo entregado para los jefes de hogar debe ser de un 80% y de un 20% para los solteros 
sin familia a su cargo. 


SEÑORA CASTRO.- Uno de los puntos que incorpora la delegación que nos visita generó bastante 
discusión en la Comisión. Se ha dicho que se tuvo en cuenta la experiencia vivida en Paysandú. Me 
gustaría saber cómo funcionó la incorporación de las personas no especializadas temporarias en la 
misma bolsa. ¿Eso perjudicó a las empresas? ¿Las empresas lo vieron bien, trabajaron bien? Pregunto 
esto porque estaba en duda la posibilidad de incorporar en la bolsa solamente a las personas no 
especializadas o a algunos de los especializados. 


SEÑOR CARABALLO.- En Paysandú, como había interés en que esto saliera, se trabajó en base a un 
acuerdo político; de lo contrario, no se hubiera podido llevar a cabo. Lo importante era entender que 
este era un instrumento que servía a la gente y que las personas tenían una gran expectativa sobre lo 
que pudiese ocurrir. En base a ello se llegó a un acuerdo político y se trabajó con las empresas 
privadas, a las que se propuso esta forma de trabajo y se les hizo entender que era la mejor forma de 
lograr cierta tranquilidad para la gente. No hubo ningún tipo de problemas en cuanto a la 
categorización de los no especializados y de los especializados; no hubo ningún conflicto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta es una preocupación de toda la Comisión. Creímos que la Ley N” 10.459 
no se aplicaba en todo el territorio nacional porque no tenía una multa. Presentamos el proyecto de ley, 
pero debimos modificarlo en Sala porque no existían las mayorías necesarias para aprobarlo. Al final, 
se pudo establecer una multa de 50 a 500 Unidades Reajustables. Todavía esta ley no ha sido 
promulgada, pero pronto empezará a regir. 


Vamos a analizar este documento para ver si podemos incorporar algún nuevo elemento a la ley. 


SEÑOR BENTANCOR.- En el proceso de análisis de esta situación recibimos en la Comisión a 
representantes del SUNCA para que nos dieran sus puntos de vista acerca de las dificultades que 
podría haber para cierto personal. Hablaban de cierta flexibilidad y de que a veces las empresas tienen 
personal de estricta confianza que podría mantenerse en algunos cargos, pero sobre la línea general de 
que se utilizara la gente del lugar. | En su momento, aquí le dedicamos varias sesiones; 
lamentablemente, después hubo algunos problemas para la redacción final y cuando se consideró en 
Cámara, como no había suficientes votos para introducir estos cambios en la ley, se elaboró esta nueva 
ley que podía aprobarse con el quórum que teníamos. De todos modos -como decía el señor 
Presidente-, está abierta la posibilidad de seguir analizando el tema, sobre todo con el aporte que 
ustedes han hecho y teniendo en cuenta que hay una situación práctica que resultó ser positiva. Como 
mencionaba la señora Diputada Castro, era importante ver cómo le había caído esto a los empresarios 
-de los que se podría esperar cierto grado de resistencia-, y parece que la introducción fue positiva. Por 
ello, es importante que cuando retomemos el tema manejemos estos datos. 


SEÑOR CARABALLO.- Esto fue motivo de preocupación, inclusive del Gobierno Departamental. 
Nosotros vimos con simpatía el hecho de que el Ejecutivo departamental, el oficialismo, intentara 
aplicar esto porque, de alguna manera, blanqueaba el clientelismo político que se había venido 
constatando en otras épocas. El hecho de que los órganos oficiales, de que parte del oficialismo, 
aplicaran esto y apuntaran a la cristalinidad a la hora de elegir a la gente que obtendría un puesto de 
trabajo en un momento de crisis como el que vivió Paysandú -que sufrió una gran desocupación-, caía 
bien y beneficiaba al propio sistema político. 


En Paysandú no ha habido ninguna queja de parte de ningún empresario en cuanto a las personas que fueron 
sorteadas -titulares y suplentes-, que cumplieron con el trabajo. Repito: no se ha registrado ninguna queja de 
parte de los empresarios. Además, en los 3.000 o 4.000 puestos de trabajo sorteados, sólo 3 o 4 titulares 
fueron sustituidos por sus suplentes, porque lo que motivó este mecanismo fue, precisamente, el gran interés 
de la gente por trabajar. La gente que se anotó y salió sorteada no desaprovechó la oportunidad. 


Esto está basado en esa experiencia, que despertó bienestar en los organismos públicos, en los empresarios y 
en la gente que trabajó. Tal vez el salario y la duración de los empleos no fueran los más beneficiosos para 
los trabajadores, pero la gente puso mucha atención en que se trataba de algo que se había hecho con seriedad 
y que en un momento de crisis no se habían otorgado puestos de trabajo a dedo. Eso fue recibido con buenos 
ojos por la población. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Para nosotros este instrumento es muy importante. En Montevideo 
estuvimos trabajando mucho durante la Legislatura pasada; llegamos a nombrar la Comisión y a 
hacer el sorteo. Probablemente, hay épocas históricas que hacen que un instrumento sea más valorado 
que en otras; en aquella circunstancia, las dificultades tuvieron que ver con los empresarios que, en 
general, valoran mucho su personal y el que tienen a disposición, es decir, sus propias listas de 
trabajadores a convocar en momentos de auge. En realidad, no hubo una decisión muy fuerte para que 
este instrumento se pusiera en marcha; inclusive, viendo programas interesantes que se desarrollan en 


la región -como el Plan Trabajar y otras iniciativas-, en estos momentos difíciles sería importante dar 
un gran impulso a un instrumento como la Comisión Departamental de Trabajo, que tiene 
representación de todo el espectro político y una estructura muy bien desarrollada que hay que 
modernizar, porque tiene connotaciones positivas como los sorteos, la democratización del acceso a 
puestos de trabajo -en este caso, casi todos vinculados a la construcción- y algo que en Montevideo 
valoramos mucho: como los trabajadores que realizan las obras tienen que ser de la zona, hay una 
doble valorización de lo local porque, por un lado, los pobladores pueden trabajar y, por otro, mejoran 
su propio entorno. Por ello nos parecía muy interesante profundizar este trabajo que constituía una 
apuesta linda, no para innovar sino para mejorar los instrumentos que hace tantos años el legislador 
puso al servicio de los uruguayos; nos parece importante darle a mecanismo un fuerte impulso. 


Sabemos que la parte legislativa es muy importante, pero el problema siempre pasa por el tema de la 
reglamentación. Lo menciono porque los comentarios -los digo aunque queden en la versión taquigráfica- 
eran que los empresarios le cambiaban la carátula a los que iban a trabajar y decían que, en realidad, no 
necesitaban obreros especializados; de esa manera se trampeaba el objetivo que la ley procuraba, es decir que 
se tomaran trabajadores de esa bolsa de trabajo. No sé si son comentarios sin demasiado fundamento, pero 
existen y es bueno que todos los conozcamos. 


SEÑOR BENTANCOR.- Tenemos información de que en algunos departamentos las Comisiones no 
están funcionando. ¿En el momento actual están operativas en todo el país? 


SEÑOR CARABALLO.- No. 


SEÑOR BENTANCOR.- Ese es un dato interesante a ser analizado por la Comisión. Si bien se trata de 
algo que en principio todos veíamos con beneplácito, no sirve que se promulgue una ley y que luego no 
se aplique porque faltan instrumentos en los Municipios. 


SEÑOR CARABALLO.- En el único departamento donde se aplicó fue en Paysandú. Esto fue 
trasladado al Congreso Nacional de Ediles y contagió a los Ediles de los demás departamentos, que 
empezaron a presionar y a exigir a sus respectivos Ejecutivos departamentales que copiaran esa 
experiencia. Pero uno de los argumentos para no elegir a la gente de esta forma es que la ley es vieja y 
no puede aplicarse tal como está. Ello motivó que en el propio Congreso, los Ediles de todo el país 
comenzaran a trabajar para cambiar la ley. 


La necesidad de que esto sea aplicado en todas partes existe; como esta es la intención, la idea era empezar a 
revertir estos obstáculos para que nadie pudiera esgrimir el argumento de que la ley no puede aplicarse 
porque está desactualizada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros podemos tener muy buena disposición pero, llegado el momento, 
hay que ver qué puede salir de lo que ustedes plantean respecto de esta ley. Creo que el Congreso tiene 
que intentar que todas las Intendencias integren esta Comisión Departamental de Trabajo; esa es una 
pelea muy importante. A partir de que estén integradas dichas Comisiones, creo que será más factible 
que se haga una ley lo más amplia posible. 


Como consejo personal les digo que intenten formar estas Comisiones. En algunos lados será posible, en 
otros no; eso lo sabemos todos, pero hay que empezar a transitar ese camino. Nosotros, por nuestro lado, 
también caminaremos en ese sentido. 


Muchas gracias por vuestra visita; quedamos a las órdenes. 
(Se retiran de Sala la Edila Bertha Sanseverino y el Edil Walter Caraballo) 


(Ingresan a Sala representantes de la Federación del Caucho) 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a los señores Luis Romero, Roberto 
Cabrera y Enrique Romero, quienes asisten en representación de la Federación del Caucho, e informo 


que estamos esperando a su asesor, el señor Juan Manuel Rodríguez. 


SEÑOR ROMERO (don Enrique).- Obviamente, nos trae aquí el tema de FUNSA. Queremos poner en 
conocimiento de la Comisión los últimos acontecimientos que se han venido dando y la actual situación 
de FUNSA. 


Al día de hoy, nos encontramos en la planta industrial, trabajando en tareas de mantenimiento y recuperación 
de maquinarias y equipos. Llevamos 110.000 horas de trabajo voluntario que se han desarrollado con 120 o 
130 trabajadores; la planta industrial está quedando en condiciones operativas para funcionar 
inmediatamente. También tenemos un proyecto -como es de conocimiento público y de los señores 
Diputados- que nos permite recuperar la fuente y los puestos de trabajo de la totalidad de la plantilla de 
trabajadores de FUNSA. Este proyecto, que hemos elaborado junto con el economista Juan Manuel 
Rodríguez, cuenta con el apoyo de inversores nacionales que están consustanciados con él y a la orden para 
invertir, inmediatamente se solucionen los problemas legales y con el Banco de la República. Los problemas 
legales son de escasa entidad. La traba mayor sigue siendo el Banco de la República. Luego de haber hecho 
diferentes propuestas, se aprobó la cuarta, según la cual se cede el boleto del remate. Es una resolución que 
deja todo librado al azar y a la voluntad del Banco de revocarla en cualquier momento y sin previo aviso. Por 
lo tanto, el grupo inversor formuló una nueva propuesta por la cual se pretende comprar todos los derechos 
de ese crédito. El inversor, una vez que se tenga la respuesta afirmativa de parte del Banco de la República, 
está en condiciones de poner la fábrica a funcionar al día siguiente. Nosotros suponíamos que la respuesta iba 
a estar en el día de ayer, porque el Directorio del Banco de la República tenía su reunión ordinaria semanal. 
Hasta este momento no hay ninguna novedad. Obviamente, los inversores están interesados en comenzar a 
trabajar de forma inmediata, al igual que nosotros. 


Paralelamente a esto, en los últimos tiempos, cuando teníamos prácticamente todo en orden para poner la 
fábrica a funcionar, aparecieron representantes de la multinacional Pirelli recorriendo la planta industrial con 
la autorización del interventor, Miguel Navajas, y de la Jueza que actúa en la liquidación. La plana mayor de 
Pirelli para América Latina tuvo una reunión con nosotros en la que nos manifestaron que no tenían interés en 
reabrir FUNSA. Ellos nos plantearon que este proceso de reapertura de FUNSA pararía y comenzarían a 
actuar. No nos quedaron claras sus intenciones. No sabemos si pretenden reabrir la planta industrial o hacer 
algún otro tipo de actividad allí. 


Tampoco nos aseguran la fuente ni los puestos de trabajo. Esto nos tiene muy nerviosos a todos. En nuestro 
proyecto con los inversores nacionales sí tenemos garantizada la fuente y la totalidad de los puestos de 
trabajo. Por lo tanto, estamos jugados a este proyecto que elaboramos nosotros mismos. En la alternativa de 
que Pirelli fuera el mejor postor en el remate, tenemos una incertidumbre total en cuanto a nuestro futuro, a la 
fuente y a los puestos de trabajo. En caso de recuperar la fuente de trabajo a través de Pirelli, tampoco son 
claras las condiciones de trabajo que se aplicarían. 


Esta es la situación al día de hoy: estamos a la espera de la respuesta de la última propuesta que formuló el 
inversor nacional al Banco de la República. Nos interesaría que, además de ser favorable, fuera inmediata 
para reiniciar el trabajo formal enseguida. Venimos trabajando de forma honoraria desde hace siete meses en 
la recuperación de la planta industrial. Esas 110.000 horas honorarias de trabajo que venimos haciendo para 
la recuperación de la planta industrial, ya las tenemos reconocidas en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. También ingresaron a la Justicia Laboral, porque en caso de que Pirelli se quede con la propiedad de 
la planta industrial y de las maquinarias, queremos estar al resguardo y resarcirnos de esa inversión que 
hemos hecho en trabajo. En el caso de que saliera favorable este proceso a favor del inversor nacional y de 
los trabajadores, la negociación sería distinta porque esas horas se capitalizarían en la sociedad que vamos a 
crear con el inversor, con un mayor porcentaje de acciones. Esas horas tienen un valor. Además, tenemos 
créditos laborales por aproximadamente US$ 2:000.000, más estas 110.000 horas de trabajo a las que hemos 
dado un valor de US$ 11:600.000, que es la diferencia de cotización entre los bienes que había antes de que 
empezáramos a trabajar en la planta industrial de FUNSA y la nueva evaluación que hizo el Banco de la 
República de esos bienes, tres meses después del inicio de los trabajos. Ese es el valor que fue reconocido por 
el interventor, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y en la Justicia Laboral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo entendido que el remate de FUNSA ya está planteado. 


SEÑOR ROMERO (don Enrique).- Para el 7 de mayo. En caso de que esta propuesta presentada ante 
el Banco de la República sea aceptada, queda a criterio de quien compre ese derecho manejar la fecha 
de remate, de acuerdo con su conveniencia. 


SEÑOR ROMERO (don Luis).- Soy Presidente de la Federación del Caucho y estoy trabajando en el 
equipo de asesoramiento para la reapertura de FUNSA. 


Tenemos un problema que queremos plantear aquí. Sabemos que la Comisión de Legislación del Trabajo ha 
hecho un esfuerzo muy importante por ayudarnos y creemos que nos podría dar una mano también en esto. 


El apuro por comenzar a trabajar es por el trabajo propiamente dicho y por la necesidad que tienen los 
trabajadores de FUNSA. No me refiero solamente a los 120 o 130 que están trabajando sino a los 303 
afiliados a la Cooperativa más alguno que no está afiliado y que entraría a trabajar. 


La inmensa mayoría de los trabajadores desde marzo del año pasado no está recibiendo absolutamente nada 
por concepto de seguro de paro. Los trabajadores de FUNSA han cobrado, en su gran mayoría, 21 meses de 
seguro de paro por las distintas prórrogas y por una ley que nos ayudó mucho y que partió de la Comisión de 
Legislación del Trabajo. Ahora la propia Comisión de Legislación del Trabajo mandó una minuta de 
comunicación al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social pidiendo una prórroga por cuatro meses más 
solamente para los 120 trabajadores que están activos en la planta industrial haciendo las tareas de 
mantenimiento. Esta fue aprobada luego de mucho discutir por el señor Ministro Pérez del Castillo y tras el 
apoyo de distintos integrantes de la Comisión. El Subsecretario doctor Aritzi Brusa la llevó al Poder 
Ejecutivo para ser firmada. Es decir que está firmada por el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y 
por el Presidente de la República, pero hay una traba que hasta ahora no hemos podido solucionar. Según nos 
expresó el Prosecretario de la Presidencia, doctor Leonardo Costa, el problema está en el Ministerio de 
Economía y Finanzas que tiene trancada la salida a esta ley. Suponemos que tendría que regresar al 
Parlamento rápidamente para volver al BPS. 


Esto nos está creando una grave complicación. Como decía el señor Enrique Romero, aquí se ha trabajado 
voluntaria y solidariamente. Hay gente que trabaja voluntariamente porque pertenece a FUNSA y hay un 
grupo, de entre 20 y 30 compañeros, que nunca perteneció a FUNSA pero que está trabajando solidariamente 
con nosotros. Ellos también son beneficiarios de las canastas familiares que recibimos, pero no entran en este 
seguro de paro que pedimos. La gente está llegando a un límite muy crítico porque ha hecho un esfuerzo 
máximo desde agosto del año pasado hasta ahora. 


Por su parte, el Banco de la República dilata, no sabemos por qué razones, la definición del tema. Es decir 
que están dadas todas las condiciones, pero no sale. A la vez, se paró el seguro de paro porque parecía que la 
contestación del Banco de la República era inminente. No pongamos una cosa sobre la otra. Una vez que 
salga la contestación del Banco de la República, dejamos el seguro de paro de lado. De esta manera no salió 
la respuesta del Banco de la República, ni la extensión del seguro de paro. Para nosotros es fundamental que 
el Ministerio de Economía y Finanzas dé salida a este proyecto, porque la gente está totalmente limitada. 
Nuestra fecha límite es el 7 de mayo, día del remate. Pero falta casi un mes. Además, una vez realizado el 
remate, hay que hacer una serie de trámites para que el inversor uruguayo -si es que gana- comience a 
procesar en la fábrica. La gente necesita dinero para ir a trabajar, etcétera. 


Por lo tanto, solicitamos a la Comisión de Legislación del Trabajo que tome cartas en el asunto y consulte al 
Prosecretario de la Presidencia para saber en qué situación está la prórroga al seguro de paro. Nosotros 
propusimos varias fórmulas. Una de ellas es que si empezamos a trabajar, se pare el seguro de paro. Si se 
arregla con los inversores, se corta el seguro de paro. No pretendemos que se pague lo que no corresponde. 
Todo tiene un límite. La gente que hoy está trabajando en FUNSA ha llegado a ese límite, que nosotros 
entendemos no se debe pasar. De eso dependen las familias, el proyecto y la voluntad de la gente de seguir 
trabajando en la planta. 


Esta Comisión nos ha acompañado en todo este proceso. Por eso queremos saber si existe la posibilidad de 
realizar esa gestión para dar ese toque final. Reiteramos que si comenzamos a trabajar, no tenemos 
inconveniente en renunciar al seguro de paro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La preocupación de los trabajadores es la de toda la Comisión. Eso se ha 
visto en las actitudes. Hemos apoyado todos los pasos que han dado. Sin embargo, en la negociación 
con el Banco de la República no creo que podamos hacer mucho, más que estar atentos. De todos 
modos, daremos los pasos correspondientes para apoyarlos a fin de que sigan los cuatro meses de 
seguro de paro. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero explicar las razones que se nos ha dado para no impulsar este seguro 
de paro. Existe una actitud genérica de comprender que esto es razonable. Si uno compara este proceso 
con otros de fábricas que desaparecieron o que suspendieron su actividad, en este caso hay una 
cantidad de circunstancias muy específicas y probablemente un hecho que no sé si se dio en la historia 
del país en el sentido de que un grupo importante de trabajadores está trabajando en forma gratuita 
para tratar de mantener la unidad productiva. Buena parte de la seguridad y de la integridad de la 
unidad productiva se mantuvo por iniciativa de los propios trabajadores; inclusive, la guardia policial, 
que fue pedida por los trabajadores. Estas personas empezaron a trabajar realizando mantenimiento y 
recuperando parte de la unidad productiva. Es un hecho bastante insólito en la historia de nuestro 
país. 


Por otro lado, existen otros factores que se han dado en otros procesos; aquí existe un proyecto, inversores 
interesados y una negociación. No es una ley para la eventualidad de abrir una fábrica en caso de que exista 
alguien interesado. En este caso, los interesados tienen nombre y apellido; están haciendo gestiones 
directamente. Ante el señor Ministro y las autoridades ellos han manifestado expresamente que están 
dispuestos a hacer la inversión de capital que se requiera para comprar toda la materia prima y para mantener 
los costos variables y los salarios durante seis meses, es decir, hasta que la producción pueda recuperarse. Es 
un caso particular. 


Probablemente, todos estos factores determinan la unanimidad en la importancia de mantener el capital 
humano. Si hay un recurso que no se puede perder para abrir una fábrica es el factor humano. Las máquinas 
se pueden cambiar; si se rompen, con un poco de dinero se pueden adquirir. Pero lo que no se consigue es un 
armador; hay personal calificado y no existe ninguna institución de capacitación que pueda adiestrarlo. 
Tampoco es posible importarlo y no hay dinero para comprarlo. Por tanto, mantener el capital humano es la 
condición para que esta fábrica reabra. 


La postura del Poder Ejecutivo radica en que si se aprueba una nueva ley, se estaría generando un 
antecedente y se sumarían varios pedidos. Se plantea que no se quiere generar ese antecedente. Es una 
postura que probablemente sea compartida por muchos. Creo que este argumento, que es entendible, es 
perfectamente saldable con una ley que tenga ciertas particularidades. Una de ellas, sería establecer todas las 
condicionantes que del proyecto y decir que en estas condiciones es razonable que exista una ley. Pero ¿qué 
puede ocurrir con una ley con estas condiciones? Que exista otro proyecto que las reitere. Si esto es así, 
también es razonable que esa gente tenga un seguro de paro; probablemente no serán muchas personas. 


Creo que el Parlamento y el Poder Ejecutivo deben invertir en defender y mantener el capital humano. Nadie 
puede decir que eso no sea razonable. En todo caso, deberíamos acotar el marco de los antecedentes. Con 
estas condiciones, el temor que tienen los miembros del Poder Ejecutivo se diluye totalmente, porque 
estaríamos elaborando una ley específica para un proyecto concreto que nadie discute que tiene un enorme 
interés nacional. Si bien uno puede comprender que haya dudas o temores por esta nueva ley, en este caso no 
corresponde. Inclusive, los puede salvar el Parlamento en el texto de la ley. 


SEÑOR BENTANCOR.- Partiendo de las reflexiones del economista Rodríguez, debo decir que en más 
de una oportunidad tuvimos que consultar -a veces en nombre de la Comisión o a título personal- a 
varias autoridades -salvo al señor Presidente de la República- como por ejemplo al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, al señor Subsecretario, al señor Secretario, y en todos ellos encontramos 
buena voluntad para que esto funcionara. De todos modos, insistimos varias veces -el último contacto 
fue hace un mes- en el hecho de que estaban dadas todas las condiciones para que pudiera enviarse el 
mensaje y solucionar el tema del seguro de paro. Se nos planteaba otra preocupación en el sentido de 
que quizá se estaba dando una señal de demora ante los inversores, cosa que es contradictoria con lo 
que se ha dicho aquí puesto que sabemos que los inversores quieren resolver el tema desde hace 
tiempo. Nos causa gran preocupación esta situación porque si hay un proyecto bien perfilado desde el 


punto de vista político y social -hay expectativa creada desde hace tiempo para que FUNSA pueda 
reabrir-, es inaudito que ahora tengamos problemas. 


La Comisión podría consultar rápidamente al señor Ministro y a la Presidencia para analizar un texto 
tentativo en el cual quedaran saldadas todas las preocupaciones por la vía de la excepcionalidad. 


Yo comparto con el señor Rodríguez la idea de que si en el país aparecieran excepciones como la de FUNSA 
serían bienvenidas, sobre todo por la falta de inversión y de trabajo para la gente. Por lo tanto, en todo caso 
habría que hacer una mínima contribución por parte del Estado para que estos emprendimientos funcionaran. 
Pido disculpas a mis compañeros porque este tipo de cosas se resuelve después de que las delegaciones se 
retiran, pero como creo que tenemos el mismo enfoque, me adelanto a decir que para garantizar este tipo de 
cosas rápidamente deberíamos dar los pasos a los que me he referido. Esto debió haberse resuelto hace tres 
meses; lamentablemente, el tiempo pasa y nos hacemos cargo de las dificultades que debe tener la gente que 
no recibe nada. Esto lo están haciendo con mucha entrega, pero la desmoralización existe y si no se alimenta 
a la familia, hay grandes dificultades. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero aclarar algo en cuanto a la actitud de los inversores. Luego de la 
resolución del Banco de la República -no voy a explicar la resolución, ni sus implicancias porque 
comparto que ustedes no pueden hacer nada al respecto-, no se puede tomar ninguna decisión hasta el 
remate; esto ocurre por razones operativas. Esto posterga todo hasta el remate. Los inversores se 
molestaron mucho por esta resolución. 


Nosotros tuvimos una conversación al respecto con el doctor Ramela, que es el representante que designó el 
señor Ministro de Industria, Energía y Minería para tratar de acelerar los trámites y tratar de solucionar este 
tema. Como resultado de todas estas conversaciones, el viernes antes de la semana de turismo los inversores 
entregaron una nota formal al Banco de la República pidiendo al Directorio que hiciera un pequeño cambio 
en la resolución y aceptara que este tema fuera resuelto en forma inmediata. Como ustedes saben, esto salió 
en la prensa: como existía una aceptación previa de la fórmula económica se pedía que se cambiara un poco 
el texto para que los inversores no tuvieran que esperar al remate y ya se hicieran acreedores del crédito; eso 
daría garantías y permitiría que empezáramos a trabajar la semana que viene. Estoy hablando de la semana 
que viene. 


En la medida en que los inversores son muy optimistas -probablemente más que nosotros, pero está bien- y 
que el proyecto en el que se basan todos los cálculos económicos -y se define qué materia prima se necesita, 
con qué tique de cubierta se trabajará, con qué dotación de trabajadores, en qué horario y con qué turnos- lo 
hicimos con los compañeros, en la reunión del lunes nos pidieron que formáramos un equipo de trabajo para 
empezar a diseñar la planta. Nos pidieron que empezáramos a trabajar esta semana en esto porque partían de 
la base de que el Banco de la República aceptaría su propuesta. ¿Por qué me parece que es bueno que ustedes 
tengan clara esta información? Porque aun sabiendo que esto implica una erogación inmediata, si hay alguien 
que está decidido a empezar a trabajar ya son los inversores, más allá de que los trabajadores siempre han 
estado dispuestos a hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo todo eso. El inversor está planteando un negocio que todos estamos 
interesados en que salga, pero no es de resorte nuestro cuándo se puede empezar o no. Por más que se 
trate de un tema de cifras, cuando el proyecto interesa a todo el Uruguay, las cifras son más 
manejables; de todos modos, ese manejo no nos corresponde. 


Como decía el señor Diputado Bentancor, yo soy Representante de la Lista 15. Es claro que los trabajadores 
de FUNSA han tenido un apoyo más que importante de este Gobierno; yo no estaba antes en la Comisión 
pero creo que muy pocas empresas deben haber llegado a los 21 meses de seguro de paro. El tema del 
antecedente puede ser una preocupación, pero personalmente me comprometo a presionar para tratar de 
conseguir el seguro de paro para los meses que quedan. 


Les agradecemos mucho vuestra visita. Esperamos que nos mantengan informados de cualquier novedad y 
quedamos a las órdenes. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación del Caucho) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


